
 

 
 

 
 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

Sección Segunda – Subsección “C” 
Calle 24 No. 53-28, Of 1-11, Torre C, Bogotá, D.C. 

Teléfono: 4233390 Fax 8167 

 
 

 

TRASLADO EXCEPCIONES 

 
Se fija por el término de un (1) día, hoy 23 de febrero de 

2023. 
 
 

 

EXPEDIENTE : 25000234200020210035200 

MEDIO 

CONTROL 

DE  NULIDAD 

DERECHO 

Y RESTABLECIMIENTO DEL 

DEMANDANTE : NYDIA CRISTINA CERINZA LEAL 

DEMANDADO : NACION - RAMA JUDICIAL - CONSEJO 

SUPERIOR DE LA JUDICATURA - DIRECCION 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL 

MAGISTRADO : CARLOS ENRIQUE BERROCAL MORA 
 

El suscrito OFICIAL MAYOR, con funciones de SECRETARIO, en uso de 

las facultades otorgadas por el parágrafo 2º del artículo 175 de la ley 1437 

de 2011, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021; procede a: 

 

Correr TRASLADO DE LAS EXCEPCIONES, por el término de 

TRES (3) DIAS, este término empezará a correr una vez finalice el día 

de fijación. 

 

 
OSCAR DAVID DÍAZ ESCUDERO 

Oficial Mayor con funciones de Secretario 
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5393 tfi A60.2O17RESOLUCIÓN No

“Por ¡a cual se delega la función de representación judicial y extrajudicial de fa Ñación
Rama Judicial”

EL DIRECTOR EJECUTIVO DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL (E)

En ejercicio .de sus atribuciones legales, reglamentarias y estatutarias, especialmente las 
conferidas por los artículos 209 dé la Constitución Ppíítica, él artículo B° al 12 de ¡a Ley 
489 .de 1998 y el numeral 8 del artículo 99 de la Ley ;270 de 1996, y

CONSIDERANDO

1, Qué el artículo 209 de la Constitución Política: dispuso que la función administrativa 
está al servicio de los intereses generales y s;e desarrolla con fundamento en los 
principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía; celeridad, imparcialidad y 
publicidad, a través, entre otros, de la delegación de funciones.

.2. En virtud del Art. 9 de la Ley 489 de. T998, los representantes legales de entidades 
públicas que poseen estructura independiente y autonomía administrativa, podrán 
delegar !a atención y decisión de los asuntos a ellos conferidos por la ley, en los 
empleados públicos del nivel directivo o asesorvinculados al organismo. j

3. Que el numeral 8o del artículo 99 de la Ley 270 de 1.996,. Estatutaria de Administración 
de Justicia* asignó af Director Ejecutivo de Administración Judicial: la. función de 
representación judicial de ia Nación - Rama Judicial, para ío cual podrá constituir 
apoderados especiaíes. Función que se ratifica en los artículos 149 del Código 
Contencioso Administrativo y 159 del. Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo. ,

4. Que, a su vez, el numeral 7o del artículo 103 de. la Ley 270 de 1996, Estatutaria de
Administración de Justicia, asignó a ios Directores Seccionales dé Administración 
Judicial ía función de representación judicial dé la Nación - Rama Judicial, én su 
ámbito territorial, para lo cual podrán constituir apoderados especiales. |

5. Que por lo anterior, el Director Ejecutivo: de Administración Judicial ejerce la función 
en mención en el ámbito territorial de Bogotá^ Cundinamafca y Amazonas,

6. Que en aras de privilegiar ios principios de la función pública de eficacia, economía y 
celeridad, se hace necesario delegar la función de representación judicial y 
extrajudicial dentro de los procesos judiciales y extrajudiciales en que. sea parte la 
Nación - Rama Judicial, que corresponde af Director Ejecutivo de Administración 
Judicial, citada en el numerai anterior.

En mérito de lo expuesto, el Director Ejecutivo dé Administración Judicial.
/
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53?3 “Por la cual seHoja Np.2 de la Resolución No? 
delega la función de representación judicial y extrajudicial de la Nación - Rama Judicial"

de

!■

RESUELVE

ARTÍCULO; PRIMERO.- Delegar en el (la) D¡rector(a) Admin¡strat¡vo(a) de .la División de 
Procesos de ia Unidad de Asistencia Legal dé la Dirección Ejecutiva de^ Administración 
Judicial la función de representación judicial y extrajudicial de la Nación - Rama Judicial 
ante las autoridades dé la Rama Judicial y la Procuraduría General déla Nación, en los 
procesos o procedimientos en los cuales la Nación - Rama Judicial intervenga como parte 
o tercero, que :se adelanten én la. ciudad.:de Bogotá y en los departamentos, de 
Cundinamarca y Amazonas, facultad que se extiende a toda . clase de actuaciones y 
diligencias que se presenten1 ante dichas autoridades.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Para el ejercicio de la función delegada, el (la) funcionario (a) 
delegado (a) deberá conferir poderes a los abogados de. la División de Procesos de la 
Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de. Administración Judicial, con; el fin 
de que ejerzan la defensa de los. intereses de la Nación ^ Rama Judicial en el ámbito 
territorial mencionado en el numeral anterior, con las facultades previstas en él artículo 77 
de Código General del Proceso, inclusive la de conciliar en los precisos términos fijados 
por el Comité Nacional de Defensa Judicial y Conciliación de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, pero no tendrán la facultad de recibir.

ARTÍCULO TERCERO.- Salvo lo dispuesto en .el numeral anterior, la disposición de los 
derechos litigiosos de la-Nación — Rama Judicial queda prohibida, sin la autorización 
previa, escrita y :expresa daf Director Ejecutivo dé Administración Judicial.

i

ARTÍCULO CUARTO.- La j¡>reser(t^resolución rige a partir de la fecha de su expedición. 
Dada en Bogotá D.G,, él
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Rama JudicialRama judicial
Consejo Superior de u judicatura Consejo Superior de la Judicatura

Dirección Ejecutiva de Administración JudicialRepública de Colombia

03 H0V.?0137 361RESOLUCIÓN NO. t

Por medio de la cual se hace un nombramiento en propiedad.

ir'.V
-L EL DIRECTOR-EJECUTJVOi DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL (E):

En'éjercicio de'sus facultades légálés'eStatutarias','especialmente las-conferidas en 
el artículo 99 de ¡a^Ley 270 de 1996 y de'conformidad con él Acuerdo N0.PSAAI6- ¡ 

10595 de 2016 proferido por la H. Sala Administrativa-'

- "R E-S-U’E L V E

ARTICULO PRIMERO.- Nombrar en propiedad a la doctora BELSY YOHANA ! 
PUENTES DUARTE, identificada con la cédula dé ciudadanía No.33;368.171, en el 
cargo de Director Administrativo de la Unidad.de Asistencia Legal de la Dirección 
Ejecutiva de Administración Judicial.

ARTICULO SEGUNDO- La presente Resolución rige a partir de la fecha de su 
expedición. ;■ i

COMUNIQUESE Y CÚMPLASE 
: Dada en Bogotá D.C., a /- 340V, 2016

s
QUE HUERTA!PABLO1 ,*

i
) l '

Elaboró: LigíaCG
Revisó: RH/Judith Morante García

y
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ACTA DE POSESIÓN

En la ciudad de Bogotá, D. C., a los 30 días del mes de noviembre de 2016, 
se presentó al Despacho de la Directora Ejecutiva de Administración Judicial 
ia doctora BELSY YOHANA PUENTES: DUARTE, identificada con la cédula 

- de ciudadanía No.33.368:.171,:con>el fin de;tomar.posesión del cargo ;á| cual 
fue nombrada, ení' propiedad,; de Director Administrativo de la Unidad de 
Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Prestó 
el juramento de rigor ordenado por la Constitución y la Ley.

Con efectos fiscales a partir del 1o de;diciembre de 2016.

; ir*

LA DIRECTORA EJECUTIVA ‘ l

.?
s

CELINEA ORÓSTEGUI DE

X

LA POSESIONADA

N/?/
s

E ÍENTHS DUARTE



LA DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN
JUDICIAL Y SUS SECCIONALES

SIGCMA

REPORTA QUE

Que el (la) señor(a) CERINZA LEAL NYDIA CRISTINA identificado(a) con la cédula de ciudadanía número 52.589.524, que
según la información que reposa en el aplicativo de nómina, registra vinculación a LA RAMA JUDICIAL DEL PODER
PUBLICO desde el 17 de Abril de 1997 y ha desempeñado los siguientes cargos:

CARGO DESPACHOESTADO SERVIDOR FECHA INI FECHA FIN SECCIONAL

ESCRIBIENTE ALTA
CORPORACION - Grado 00

29/02/2000Propiedad SECRETARIA SECCION 2 CONSEJO DE
ESTADO

17/04/1997 NIVEL CENTRAL

ESCRIBIENTE ALTA
CORPORACION - Grado 00

31/05/2000Provisionalidad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

01/03/2000 NIVEL CENTRAL

ESCRIBIENTE ALTA
CORPORACION - Grado 00

12/04/2004Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

01/06/2000 NIVEL CENTRAL

AUXILIAR JUDICIAL I -
Grado 00

10/08/2005Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

13/04/2004 NIVEL CENTRAL

SUSTANCIADOR CONSEJO
DE ESTADO - Grado 00

18/12/2005Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

11/08/2005 NIVEL CENTRAL

AUXILIAR JUDICIAL I -
Grado 00

10/01/2006Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

19/12/2005 NIVEL CENTRAL

SUSTANCIADOR CONSEJO
DE ESTADO - Grado 00

13/03/2006Descongestion CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

11/01/2006 NIVEL CENTRAL

SUSTANCIADOR CONSEJO
DE ESTADO - Grado 00

24/09/2006Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

14/03/2006 NIVEL CENTRAL

SUSTANCIADOR CONSEJO
DE ESTADO - Grado 00

14/12/2009Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

25/09/2006 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

08/03/2010Provisionalidad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

15/12/2009 NIVEL CENTRAL

SUSTANCIADOR CONSEJO
DE ESTADO - Grado 00

31/01/2011Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

09/03/2010 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

31/05/2011Provisionalidad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

01/02/2011 NIVEL CENTRAL
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SUSTANCIADOR CONSEJO
DE ESTADO - Grado 00

02/07/2012Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

01/06/2011 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

31/10/2015Descongestion CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN TERCERA 007

03/07/2012 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

30/11/2015Descongestion CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN TERCERA 007

01/11/2015 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

31/03/2019Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN TERCERA 007

01/12/2015 NIVEL CENTRAL

PROFESIONAL
ESPECIALIZADO - Grado 33

12/12/2019Provisionalidad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 003

20/06/2019 NIVEL CENTRAL

SUSTANCIADOR CONSEJO
DE ESTADO - Grado 00

02/02/2020Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 003

13/12/2019 NIVEL CENTRAL

PROFESIONAL
ESPECIALIZADO - Grado 33

04/02/2020Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 001

03/02/2020 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

31/08/2020Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 005

05/02/2020 NIVEL CENTRAL

PROFESIONAL
ESPECIALIZADO - Grado 33

15/12/2020Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 001

01/09/2020 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

31/12/2020Provisionalidad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 001

16/12/2020 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

31/01/2021Provisionalidad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 001

01/01/2021 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

31/12/2021Propiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 001

01/02/2021 NIVEL CENTRAL

MAGISTRADO AUXILIAR -
Grado 00

A la fechaPropiedad CONSEJO DE ESTADO SALA
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA -
SECCIÓN SEGUNDA 001

01/01/2022 NIVEL CENTRAL

El presente reporte se expide a solicitud del intesado(a) a los 10 dias del mes de Enero del 2023

RAMA JUDICIAL
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Consejo Superior de la Judicatura
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial

Calle 72 No. 7 - 96 Conmutador – 3127011 www.ramajudicial.gov.co

DEAJALO23-33

Bogotá D. C., 10 de enero de 2023

Magistrado/Conjuez

Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sala Transitoria

Sección Segunda – Subsección C

C.P. Carlos Enrique Berrocal Mora

rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co

danielsancheztorres@gmail.com

E.S.D.

Referencia:  Expediente: 250002342000202100352-00

Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Demandante: NYDIA CRISTINA CERINZA LEAL

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

Jhon F. Cortés Salazar, identificado con cédula 80.013.362 de Bogotá y con T.P. 305.261

del C.S. de la J., en mi condición de apoderado de la NACIÓN - RAMA JUDICIAL en el

proceso de la referencia, de conformidad con el poder conferido por la Directora de la

División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de

Administración Judicial, quien tiene delegada la función de representación judicial y

extrajudicial de la entidad, la cual fue otorgada mediante Resolución No. 5393 del 16 de

agosto de 2017; de manera respetuosa me permito presentar, dentro del término legal

establecido, CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, bajo los argumentos que se pasan a

exponer:

I. A LAS PRETENSIONES

 

Me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo de la demanda, y

solicito se absuelva de las mismas a la Entidad que represento, toda vez que carecen de

fundamentos facticos y jurídicos.

En consecuencia, se declare la prosperidad de las EXCEPCIONES planteadas y se

absuelva a mi representada de todas y cada una de las suplicas de la demanda.

 

II. A LOS HECHOS

 

En cuanto al numeral primero: Parcialmente cierto. Conforme a la certificación de

tiempos de servicios, el cual se adjunta a la presente, la parte actora empezó a ejercer el

cargo de Magistrada Auxiliar del Consejo de Estado, desde el 15 de diciembre de
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2009, la cual de manera interrumpida ha vuelto a ejercer el mismo cargo en varias

ocasiones, siendo que hoy, en la actualidad, se encuentra ejerciendo el cargo.

En cuanto a los numerales segundo y tercero. Cierto. En el sentido que la parte actora

recibe un sueldo básico el cual se toma como base de liquidación para las prestaciones de

Ley, conforme lo indica el Decreto 610 de 1998 y la Ley 4 de 1992, en concordancia con la

Sentencia de Unificación del 02 de septiembre de 2019, sin superar el 80% de los

devengado por los Magistrados de Alta Corte, sin tener en cuenta los emolumentos

mencionados como factor salarial conforme lo ha indicado los argumentos

jurisprudenciales.

En cuanto a los numerales cuarto, quinto, sexto y séptimo. Se acepta lo relacionado

con la presentación de la petición en sede administrativa y la expedición de los actos que

hoy emergen como acusados. Por lo tanto, es pertinente advertir al Despacho que se

tratan de enunciaciones normativas, jurisprudenciales y apreciaciones subjetivas de la

apoderada de la parte actora. 

III. RAZONES DE LA DEFENSA

1. DE LA PRIMA ESPECIAL DEL ARTÍCULO 14 DE LA LEY 4ª DE 1992, COMO
EMOLUMENTO SIN CARÁCTER SALARIAL

Establece el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, “Mediante la cual se señalan las normas,
objetivos y criterios que debe observar el Gobierno Nacional para la fijación del régimen salarial y
prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y de la Fuerza
Pública y para la fijación de las prestaciones sociales de los Trabajadores Oficiales y se dictan
otras disposiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 150, numeral 19, literales e) y
f) de la Constitución Política”, que:

“El Gobierno Nacional establecerá una prima no inferior al 30% ni superior al 60% del
salario básico, sin carácter salarial para los Magistrados de todo orden de los Tribunales
Superiores de Distrito Judicial y Contencioso Administrativo, Agentes del Ministerio Público
delegados ante la Rama Judicial y para los Jueces de la República, incluidos los
Magistrados y Fiscales del Tribunal Superior Militar, Auditores de Guerra y Jueces de
Instrucción Penal Militar, excepto los que opten por la escala de salarios de la Fiscalía
General de la Nación, con efectos a partir del primero (1o.) de enero de 1993.

Igualmente tendrán derecho a la prima de que trata el presente artículo, los delegados
departamentales del Registrador Nacional del Estado Civil, los Registradores del Distrito
Capital y los niveles Directivo y Asesor de la Registraduría Nacional del Estado Civil.

PARÁGRAFO. Dentro del mismo término revisará el sistema de remuneración de
funcionarios y empleados de la Rama Judicial sobre la base de la nivelación o
reclasificación atendiendo criterios de equidad”. (Negrilla fuera de texto).
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2. IMPROCEDENCIA DEL RECONOCIMIENTO DE LA PRIMA ESPECIAL (ART. 14
LEY 4 DE 1992) A MAGISTRADOS DE TRIBUNAL Y EQUIVALENTES -
SENTENCIA DE UNIFICACIÓN SUJ-016-CE-S2-2019

El 2 de septiembre de 2019, el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso
Administrativo, Sala Plena de Conjueces de la Sección Segunda, mediante Sentencia de
Unificación SUJ-016-CE-S2-2019, unificó jurisprudencia en relación con la prima especial
regulada en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 y, concretamente, destacó la
improcedibilidad de ese reconocimiento a Magistrados de Tribunal y cargos equivalentes.
Al respecto, precisó:

“El legislador en la Ley 4 de 1992 concibió una nivelación entre funcionarios y empleados de
la Rama Judicial, garantizando así el principio constitucional de igualdad. Para el efecto
ordenó al Gobierno Nacional realizar los ajustes correspondientes a ese año y eliminar las
descompensaciones en la escala de remuneración, lo que se cumplió a través de Decreto
610 de 1998 subrogado por el Decreto 1239 de 1998 mediante el cual se creó la bonificación
por compensación.

Este Decreto dispuso que el salario de los funcionarios de segundo nivel no puede ser
inferior a un porcentaje de ingreso de los de primer nivel. (…)

Consecuencia de lo anterior, según consideraciones de la Corte Constitucional, “La prima
especial de la Ley 4ª paso a denominarse Bonificación por Compensación y se aclaró en el
artículo 1º del Decreto 610 que solo ella constituía factor salarial para las pensiones, tal
como ya se había afirmado en el Ley 332 de 1996”.

Por ello, de ordenarse la reliquidación del salario básico y/o asignación básica de
magistrados de tribunales y homólogos en un 30%, se desbordaría el marco legal, en razón
a que como se previó en el Decreto 610 de 1998, el mismo fue expedido en desarrollo de la
Ley 4ª de 1992, y en él se estableció la referida nivelación. De manera que los ingresos
laborales de sus destinatarios a partir del año 2001 serían iguales al ochenta por ciento
(80%) de lo que por todo concepto devenguen anualmente los magistrados del Consejo
Superior de la Judicatura, de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del
Consejo de Estado, con lo cual se encuentran ya ajustados y nivelados los salarios entre
magistrados de altas cortes y magistrados de tribunales y similares. Expresado en otras
palabras, el 80% de la bonificación por compensación para los magistrados y cargos
homólogos es un límite que no puede ser superado con el reconocimiento de la prima
especial de servicios ni de ningún otro beneficio económico laboral”. (se destaca)

Así también, esta providencia fijó reglas jurisprudenciales, entre ellas, la siguiente:

(…)
6.La bonificación por compensación para magistrados y cargos equivalentes no podrá
superar en ningún caso el 80% de lo que por todo concepto devenguen anualmente los
Magistrados de Alta Corte, que es igual a lo que por todo concepto reciben los congresistas,
incluido el auxilio de cesantías, Ese 80% es un piso y un techo. (…)

Así mismo se advierte a la comunidad en general que las consideraciones expuestas en esta
providencia en relación con los temas objeto de unificación, constituyen precedente y
tendrán aplicación en las decisiones judiciales que se profieran a partir de la fecha”.
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Conforme lo anterior, no hay lugar al reconocimiento de la prima especial para los
Magistrados de Tribunal y equivalentes, teniendo en cuenta que tal y como lo manifestó el
Consejo de Estado en la referida sentencia de unificación, de ordenarse la reliquidación
del salario básico y/o asignación básica de magistrados de tribunales y homólogos en un
30%, se desbordaría el marco legal, en razón a que como se previó en el Decreto 610 de
1998, el mismo fue expedido en desarrollo de la Ley 4ª de 1992, y en él se estableció la
referida nivelación. De manera que los ingresos laborales de sus destinatarios a partir del
año 2001 serían iguales al ochenta por ciento (80%) de lo que por todo concepto
devenguen anualmente los magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte
Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, con lo cual se
encuentran ya ajustados y nivelados los salarios entre magistrados de altas cortes y
magistrados de tribunales y similares. Expresado en otras palabras, el 80% de la
bonificación por compensación para los magistrados y cargos homólogos es un límite que
no puede ser superado con el reconocimiento de la prima especial de servicios ni de
ningún otro beneficio económico laboral.

Así mismo, resulta necesario indicar que no hay lugar a reconocer a los magistrados de
Tribunal y cargos equivalentes esa prima más la reliquidación de las prestaciones
sociales, pues, en todo caso, se les paga anualmente el 80% de lo que por todo concepto
devenga anualmente un magistrado de alta Corte, límite que no puede ser superado, a la
luz de los Decretos 610 de 1998 y 1102 de 2012 y la sentencia de unificación de 2 de
septiembre de 2019.

3. DE LA PRIMA ESPECIAL COMO EMOLUMENTO SIN CARÁCTER SALARIAL

Por expreso mandato de la Ley 4ª de mayo 18 de 1992, establecido en su artículo 14, la
prima allí instituida, no tiene carácter salarial, criterio que fue reafirmado por la Corte
Constitucional en la sentencia C-279 de 1996, mediante la cual declaró la exequibilidad
del aparte “sin carácter salarial” del citado artículo1, lo que significa que dicho porcentaje
no constituye factor de salario para la liquidación y pago de las primas de servicios,
navidad, vacaciones, auxilio de cesantía y bonificación por servicios prestados.

De la mentada sentencia de exequibilidad, vale la pena resaltar los siguientes argumentos:

“…Igualmente, la Corte Constitucional, ha sostenido que “el legislador conserva una cierta
libertad para establecer, que componentes constituyen, o no salario, así como la de definir y
desarrollar el concepto de salario, pues es de su competencia desarrollar la Constitución.

Las definiciones de convenios internacionales que transcribe la actora no significan que el
legislador nacional haya perdido la facultad de tomar o no en cuenta una parte de la
remuneración que perciben los trabajadores para definir las bases sobre las cuales han de
hacérseles otros pagos.

1 Mediante la referida sentencia C-279 de 1996, que hizo tránsito a cosa juzgada constitucional, la Corte resolvió:
“(…) Declarar exequibles las siguientes disposiciones legales:
… La frase “sin carácter salarial” del artículo décimo cuarto de la ley 4a de 1992. (…)” (Subrayas
y negrillas propias).
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Así pues, el considerar que los pagos por primas técnicas y especiales no sean factor
salarial, no lesiona los derechos de los trabajadores, y no implica una omisión o un
incorrecto desarrollo del especial deber de protección que el Estado colombiano
tiene en relación con el derecho al trabajo, ni se aparta de os deberes que Colombia ha
adquirido ante la comunidad internacional. …”

Ahora bien, la expresión sin carácter salarial aparece plasmada en los decretos anuales
de salarios que ha expedido el Gobierno Nacional desde el año 1993 para fijar el régimen
salarial y prestacional de los servidores judiciales, con base en las facultades otorgadas
por la Ley 4ª de 1992. Así figura en los artículos correspondientes de los Decretos 57 de
1993, 106 de 1994, 48 de 1995, 36 de 1996, 76 de 1997, 64 de 1998, 44 de 1999, 2740
de 2000, 2777 de 2001, 673 de 2002, 3569 de 2003, 4172 de 2004, 936 de 2005, 389 de
2006, 618 de 2007, 658 de 2008, 723 de 2009, 1388 de 2010, 1039 de 2011, 874 de 2012,
1024 de 2013 y 194 de 2014, expedidos para los servidores pertenecientes al régimen de
los ACOGIDOS, marco legal que según vigencia y servicio prestado aplicable al
convocante.

No obstante, el legislador, a partir de la vigencia de la Ley 332 del 19 de diciembre de
1996, que modificó la Ley 4ª de 1992 y dictó otras disposiciones, levantó parcialmente el
carácter no salarial al artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, al establecer dicha norma en su
ARTÍCULO 1º:

“La prima especial prevista en el primer inciso del artículo 14 de la Ley 4a. de 1992, para
los funcionarios allí mencionados y para los fiscales de la Fiscalía General de la Nación,
con la excepción allí consagrada, que se jubilen en el futuro, o que teniendo reconocida la
pensión de jubilación aún se encuentren vinculados al servicio, hará parte del ingreso base
únicamente para efectos de la liquidación de la pensión de jubilación, para lo cual se
harán las cotizaciones de pensiones establecidas por la ley.

La anterior prima con las mismas limitaciones, también se aplicará a los Magistrados Auxiliares
y abogados asistentes de las Altas Cortes, Magistrados de los Consejos Seccionales de la
Judicatura, Magistrados del Tribunal Nacional, y Magistrados del extinto Tribunal Disciplinario y
los Procuradores Delegados de la Procuraduría General de la Nación.” (Subrayas y negrillas
fuera de texto).

Al respecto la Corte Constitucional, en Sentencia C-447-97 del 18 de septiembre de 1997,
Magistrado Ponente: Dr. JORGE ARANGO MEJIA, al pronunciarse sobre la demanda
incoada contra apartes del artículo 1º de la Ley 332 de 1996, señaló:

“(…)La modificación que introdujo el artículo 1º de la ley 332 de 1996, consistió en asignarle
carácter salarial a esta prima, pero sólo para efectos pensionales, naturaleza que no tenía por
expresa disposición del artículo 14 trascrito.
(…)

Finalmente, es necesario recordar que en sentencia C-279 de 1996, la Sala de Conjueces de
la Corte Constitucional, en relación con una demanda en contra del artículo 14 de la ley 4ª de
1992, definió la constitucionalidad de la prima especial que, sin carácter salarial, podían
recibir algunos servidores públicos. En dicho fallo, se señaló lo siguiente:

"Este entendimiento de la norma es el único que racionalmente cabe hacer, ya que aún
cuando habitualmente se ha tomado el salario como la medida para calcular las prestaciones
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sociales y las indemnizaciones que legalmente se establecen en favor del trabajador, no
existe ningún motivo fundado en los preceptos constitucionales que rigen la materia o
en la recta razón, que impida al legislador disponer que determinada prestación social o
indemnización se liquide sin consideración al monto total del salario del trabajador, esto
es, que se excluyan determinados factores no obstante su naturaleza salarial, y sin que
pierdan por ello tal carácter
(…)

Es decir, se avaló la exclusión de la prima como factor salarial, a pesar de tener los elementos
mínimos para ser considerada como salario. Argumento adicional, para afirmar que, cuando el
legislador optó por modificar la naturaleza de esta prima, no desconoció derecho alguno de los
pensionados bajo el régimen de la ley 4ª de 1992.” (Negrillas y subrayas fuera de texto).

De lo expuesto se confirma que por expreso mandato de la Ley 4ª de mayo 18 de 1992,
establecido en su artículo 14, la Prima allí instituida no tiene carácter salarial, criterio que
fue reafirmado por la Corte Constitucional en la sentencia C-279 de 1996, por la cual
declaró la exequibilidad del aparte “sin carácter salarial” del citado artículo pero de
manera restringida, lo que significa que dicho porcentaje no constituye factor de salario
para la liquidación de las prestaciones sociales, aunque si para efectos de calcular el
ingreso base de cotización al Sistema de Seguridad Social en Pensiones y en salud.

Y es que para la Administración Judicial es incuestionable que la citada Prima especial
constituye un ingreso mensual, pero no por ello puede desconocer que son las mismas
disposiciones las que limitan su carácter salarial, por lo que es dable concluir que no
constituye factor de salario para la liquidación y pago de las prestaciones sociales y
demás emolumentos salariales y no salariales de los servidores judiciales beneficiarios de
dicho concepto, posición que como se indicó anteriormente, no contradice los mandatos
constitucionales, toda vez que la propia Constitución faculta al legislador para regular el
régimen salarial y prestacional de los servidores públicos, de ahí que tenga la libertad para
establecer que determinadas prestaciones sociales se liquiden sin consideración al monto
total del salario, es decir, que cierta parte del salario no constituya factor para ciertos
eventos, como es el caso de la prima en cuestión.

Finalmente, resulta necesario resaltar que, el 2 de septiembre de 2019, dentro del
expediente radicado No. 2016-00041-02, el H. Consejo de Estado, Sala Plena de
Conjueces de la Sección Segunda, dictó Sentencia de Unificación SUJ-016-CE-S2-2019,
en la que, al considerar que en aplicación de los decretos anuales de salario, la
administración equivocadamente tuvo al 30% del salario como la prima especial sin
carácter salarial prevista en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 y, por tanto, liquidó
prestaciones sociales y emolumentos laborales sobre el 70% de la remuneración, fijó las
siguientes reglas jurisprudenciales:

1. La prima especial de servicios es un incremento del salario básico y/o asignación básica
de los servidores públicos beneficiarios de esta. En consecuencia, los beneficiarios tienen
derecho, en los términos de esta sentencia, al reconocimiento y pago de las diferencias que
por concepto de la prima resulten a su favor. La prima especial sólo constituye factor
salarial para efectos de pensión de jubilación.

Así las cosas, se tiene que, en efecto la prima especial del 30% no tiene carácter salarial
para liquidar prestaciones sociales y cesantías, sino tal como lo ratificó la Sala de
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Conjueces del Consejo de Estado en la citada sentencia de unificación de 2019,
únicamente constituye factor salarial para efectos de los aportes a pensión.

4. DE LA BONIFICACIÒN POR GESTIÓN JUDICIAL O BONIFICACIÓN POR
COMPENSACIÓN COMO EMOLUMENTO SIN CARÁCTER SALARIAL

En desarrollo de las normas generales señaladas en la Ley 4ª de 1992 el Gobierno
Nacional expidió el Decreto número 57 de enero 7 de 1993, mediante el cual modificó la
estructura salarial de los funcionarios y empleados de la Rama Judicial. Vale la pena
anotar que el régimen salarial y prestacional establecido en el mencionado Decreto fue de
obligatorio cumplimiento para quienes se vincularon con posterioridad al 1º de enero de
1993, y opcional para los servidores judiciales ya vinculados.

Para contribuir a la nivelación ordenada por la Ley 4ª de 1992 el Gobierno Nacional
expidió el Decreto 610 de 1998, estableciendo una bonificación por compensación para
los Magistrados de Tribunal y otros funcionarios, norma ésta que en su artículo primero
previó:

“(…) Créase, para los funcionarios enunciados en el artículo 2o del presente decreto, una
Bonificación por Compensación, con carácter permanente, que sumada a la prima
especial de servicios y a los demás ingresos laborales actuales iguale al sesenta por ciento
(60%) de los ingresos laborales que por todo concepto perciben los Magistrados de la Corte
Suprema de Justicia, Consejo de Estado, Corte Constitucional y Consejo Superior de la
Judicatura. (Negrillas propias).

En su parte considerativa el mencionado Decreto previó:

“(…) La Bonificación por Compensación sólo constituirá factor salarial para efectos de
determinar las pensiones de vejez, invalidez y sobrevivientes, en los mismos términos de la
prima especial de servicios de los Magistrados de las Altas Cortes. (…)” (Negritas fuera de
texto).

Posteriormente se expidió el Decreto 4040 del 3 de diciembre de 2004, por el cual se creó
la Bonificación de Gestión Judicial para los Magistrados de Tribunal y otros funcionarios,
norma que en la parte pertinente del artículo primero dispuso:

“(…) La Bonificación de Gestión Judicial, pagadera mensualmente, solo
constituirá factor salarial para efectos de determinar las pensiones de vejez,
invalidez y sobrevivientes, y hará parte integral del ingreso base de liquidación
debiendo cotizarse mensualmente sobre lo devengado, incluyendo esta
Bonificación (…)” (Subrayas y negrita fuera de texto).

Al respecto es pertinente anotar que mediante sentencia proferida el 14 de diciembre de
2011 por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, Sección
Segunda, Sala de Conjueces, en conocimiento de la acción de nulidad interpuesta por el
señor Jairo Hernan Valcarcel y Otro, expediente radicado con el No. 11001-03-25-000-
2005-00244-01, NI 10067-2005, Conjuez Ponente: Dr. Carlos Arturo Orjuela Góngora, se
falló:
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“(…) Decretase la nulidad del Decreto 4040 del 3 de diciembre de 2004, por el cual se crea
una bonificación de gestión judicial para los magistrados de tribunal y otros funcionarios (…)”

Dicha providencia quedó ejecutoriada el 27 de enero de 2012.

En este punto es necesario hacer alusión a los efectos de la citada declaratoria de
nulidad, que no son otros que propiciar el decaimiento del acto y el retiro del Decreto 4040
de 2004 del mundo jurídico, recobrando vigencia el Decreto 610 del 26 de marzo de 1998,
que dispone el pago de la Bonificación en  un porcentaje equivalente al ochenta por ciento
(80%) de lo que por todo concepto devenguen anualmente los Magistrados de Altas
Cortes.

En cumplimiento del referido fallo el Gobierno Nacional expidió el 24 de mayo de 2012 el
Decreto 1102, por el cual modificó la Bonificación por Compensación para los Magistrados
de los Tribunales y demás cargos homólogos, y  dispuso que a partir del 27 de enero de
2012 los servidores que devengaban la Bonificación por Compensación con carácter
permanente tendrán derecho a percibirla en el equivalente al valor que sumado a la
asignación básica y demás ingresos laborales iguale el ochenta por ciento (80%) de lo que
por todo concepto perciben los Magistrados de las Altas Cortes, previsión que consagraba
igualmente el Decreto 610 de 1998.

En el párrafo segundo de su artículo primero el Decreto 1102 de 2012 dispone:

“(…) La Bonificación por Compensación, pagadera mensualmente, sólo constituye factor
salarial para efecto del ingreso base de cotización del Sistema General de Pensiones del
Sistema General de Seguridad Social en Salud en los mismos términos de la Ley 797 de
2003 (…)”

En resumen, por mandato expreso de los Decretos 610 de 1998, posteriormente del
Decreto 4040 de 2004 (mientras estuvo vigente) y en la actualidad del Decreto 1102 de
2012, la Bonificación que cada uno de ellos regula que sólo constituye factor salarial como
parte del ingreso base de cotización para pensión, es decir, no modifica el marco legal
vigente que fija los factores que se deben tomar en cuenta para liquidar las diferentes
prestaciones sociales.

De tal manera que es indiscutible que tanto la Bonificación por Compensación creada por
el Decreto 610 de 1998, así como la que actualmente se cancela, establecida por el
Decreto 1102 de 2012, constituyen un ingreso laboral, pero no por ello puede desconocer
que esas mismas disposiciones limitan el carácter salarial de dicho concepto, de donde es
dable concluir que no constituye factor de salario para la liquidación y pago de las
prestaciones sociales y de otros factores de salario, por lo que mal podría tenerse en
cuenta para la liquidación de estas prestaciones sociales y demás factores de salario.

Es así que la Administración Judicial liquida los diferentes conceptos laborales y las
prestaciones sociales, entre ellas el Auxilio de Cesantías, los intereses a las cesantías, las
vacaciones, las primas, las vacaciones, conforme ordena el marco legal que rige para
cada uno de ellos, y ello obedece a la obligación que se tiene de aplicar los decretos al
tenor literal de su redacción y en cumplimiento de la máxima legal según la cual “donde el
legislador no distingue no le es dado al intérprete distinguir”, darle otro alcance resultaría
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contrario al sentido natural y obvio en que deben entenderse e interpretarse las palabras,
de conformidad con los establecido en los artículos 27 y 28 del Código Civil.

5. SUPERACIÓN DEL TOPE DE LA REMUNERACIÓN QUE POR TODO
CONCEPTO PERCIBEN LOS MAGISTRADOS DE TRIBUNAL Y
EQUIVALENTES: 80% DE LO QUE POR TODO CONCEPTO PERCIBEN
ANUALMENTE LOS MAGISTRADOS DE ALTA CORTE (D. 610/98 Y D.
1202/2012)

El 2 de septiembre de 2019, el H. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso
Administrativo, Sala Plena de Conjueces de la Sección Segunda, mediante Sentencia de
Unificación SUJ-016-CE-S2-2019, unificó jurisprudencia en relación con la prima especial
regulada en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992 y, concretamente, destacó la
improcedibilidad de ese reconocimiento a Magistrados de Tribunal y cargos equivalentes.
Al respecto, precisó:

“El legislador en la Ley 4 de 1992 concibió una nivelación entre funcionarios y empleados de la Rama
Judicial, garantizando así el principio constitucional de igualdad. Para el efecto ordenó al Gobierno
Nacional realizar los ajustes correspondientes a ese año y eliminar las descompensaciones en la
escala de remuneración, lo que se cumplió a través de Decreto 610 de 1998 subrogado por el Decreto
1239 de 1998 mediante el cual se creó la bonificación por compensación.

Este Decreto dispuso que el salario de los funcionarios de segundo nivel no puede ser inferior a un
porcentaje de ingreso de los de primer nivel. (…)

Consecuencia de lo anterior, según consideraciones de la Corte Constitucional, “La prima especial de
la Ley 4ª paso a denominarse Bonificación por Compensación y se aclaró en el artículo 1º del Decreto
610 que solo ella constituía factor salarial para las pensiones, tal como ya se había afirmado en el Ley
332 de 1996”.

Por ello, de ordenarse la reliquidación del salario básico y/o asignación básica de magistrados de
tribunales y homólogos en un 30%, se desbordaría el marco legal, en razón a que como se previó en el
Decreto 610 de 1998, el mismo fue expedido en desarrollo de la Ley 4ª de 1992, y en él se estableció
la referida nivelación. De manera que los ingresos laborales de sus destinatarios a partir del año 2001
serían iguales al ochenta por ciento (80%) de lo que por todo concepto devenguen anualmente los
magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de
Justicia y del Consejo de Estado, con lo cual se encuentran ya ajustados y nivelados los salarios entre
magistrados de altas cortes y magistrados de tribunales y similares. Expresado en otras palabras, el
80% de la bonificación por compensación para los magistrados y cargos homólogos es un límite que no
puede ser superado con el reconocimiento de la prima especial de servicios ni de ningún otro beneficio
económico laboral”. (se destaca)

Así también, esta providencia fijó reglas jurisprudenciales, entre ellas, la siguiente:

“(…)
6.La bonificación por compensación para magistrados y cargos equivalentes no podrá superar en
ningún caso el 80% de lo que por todo concepto devenguen anualmente los Magistrados de Alta Corte,
que es igual a lo que por todo concepto reciben los congresistas, incluido el auxilio de cesantías, Ese
80% es un piso y un techo. (…)

Así mismo se advierte a la comunidad en general que las consideraciones expuestas en esta
providencia en relación con los temas objeto de unificación, constituyen precedente y tendrán
aplicación en las decisiones judiciales que se profieran a partir de la fecha”.
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Conforme lo anterior, no hay lugar al reconocimiento de la prima especial para los
Magistrados de Tribunal y equivalentes, teniendo en cuenta que tal y como lo manifestó el
Consejo de Estado en la referida sentencia de unificación, de ordenarse la reliquidación
del salario básico y/o asignación básica de magistrados de tribunales y homólogos en un
30%, se desbordaría el marco legal, en razón a que como se previó en el Decreto 610 de
1998, el mismo fue expedido en desarrollo de la Ley 4ª de 1992, y en él se estableció la
referida nivelación. De manera que los ingresos laborales de sus destinatarios a partir del
año 2001 serían iguales al ochenta por ciento (80%) de lo que por todo concepto
devenguen anualmente los magistrados del Consejo Superior de la Judicatura, de la Corte
Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, con lo cual se
encuentran ya ajustados y nivelados los salarios entre magistrados de altas cortes y
magistrados de tribunales y similares. Expresado en otras palabras, el 80% de la
bonificación por compensación para los magistrados y cargos homólogos es un límite que
no puede ser superado con el reconocimiento de la prima especial de servicios ni de
ningún otro beneficio económico laboral.

IV. EXCEPCIONES

Presento como excepciones, las siguientes:

1. AUSENCIA DE CAUSA PETENDI.

1.1. De la prima especial del 30%

Como se dejó sentado en sentencia de unificación SUJ-016-CE-S2-2019 de 2 de
septiembre de 2019, no hay lugar al reconocimiento de la prima especial prevista en
el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, para los Magistrados de Tribunal y equivalentes, pues
reconocerla superaría el tope del 80% consagrada como bonificación por compensación.

Es de destacar los efectos vinculantes de la sentencia de unificación mencionada, a la luz
de lo previsto en el artículo 10 de la Ley 1437 de 2011, que ordena:

Artículo 10. Deber de aplicación uniforme de las normas y la jurisprudencia. Al
resolver los asuntos de su competencia, las autoridades aplicarán las disposiciones
constitucionales, legales y reglamentarias de manera uniforme a situaciones que tengan
los mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este propósito, al adoptar las decisiones
de su competencia, deberán tener en cuenta las sentencias de unificación
jurisprudencial del Consejo de Estado en las que se interpreten y apliquen
dichas normas. (Se destaca)

Por consiguiente, respetuosamente, solicito se acaten los efectos vinculantes de la
sentencia de unificación, se declare probada esta excepción y, en consecuencia, se
nieguen las pretensiones de la demanda, en la medida en que de accederse al
reconocimiento pretendido, se superaría el tope de remuneración previsto para los cargos
de Magistrados de Tribunal y equivalentes, con la consecuente afectación injustificada al
patrimonio público.
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1.2. Del carácter salarial de la prima especial del artículo 14 de la Ley 4ª de
1992 y la Bonificación por Compensación del Decreto 610 de 1998

i) En cuanto a la pretensiones de reliquidación de las prestaciones sociales, con la
inclusión de la aludida prima especial prevista en el artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, se
destaca que en definitiva dicho emolumento no tiene carácter salarial, por expresa
disposición legal consagrada en el artículo 14 de la Ley 4 de 1992, lo que significa que
dicho porcentaje no constituye factor de salario para la liquidación y pago de las primas de
servicios, navidad, vacaciones, auxilio de cesantía y bonificación por servicios prestados,
etc. Además, esta norma fue objeto de revisión de constitucionalidad por parte de la Corte
Constitucional, quien la declaró EXEQUIBLE, por ende, tal pronunciamiento se constituye
como COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL.

ii) En cuanto a las pretensiones de reliquidación de las prestaciones sociales, con la
inclusión de la bonificación por compensación, se establece que el legislador claramente
creó ese emolumento sin carácter salarial, habiéndose señalado por el organismo
competente que la Bonificación por gestión judicial – luego bonificación por
compensación-, únicamente constituye factor salarial como parte del ingreso base de
cotización para pensión.

iii) Sin perjuicio de las razones anteriores, el acceder a la reliquidación de las prestaciones
devengadas por el convocante, con la inclusión o incidencia de la prima especial y la
bonificación por gestión judicial, con carácter salarial, implicaría que mensualmente se le
pague al servidor una remuneración que excede el techo establecido por los Decretos
610 de 1998 y 1202 de 2012, toda vez que sobrepasaría el ochenta por ciento (80%) de lo
que por todo concepto recibe anualmente como remuneración un Magistrado de Alta
Corte, pues al incrementar el valor pagado por concepto de prestaciones, se aumenta la
remuneración anual, trayendo como consecuencia que el pago correspondiente a la
Bonificación por Compensación que se viene efectuado, haya sido superior al autorizado
por el legislador.

2. PRESCRIPCIÓN

En caso de que se acceda a las pretensiones de la demanda, propongo la siguiente
excepción:

En relación con la prescripción de los derechos prestacionales, el artículo 41 del Decreto
3135 de 1968, dispone: “Las prestaciones que emanen de los derechos consagrados en
este decreto prescribirán en tres años contados desde que la respectiva obligación se
haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad
competente sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la
prescripción, pero solo por un lapso igual.”

Respecto a la aplicación de la prescripción de la prima especial del artículo 14 de la Ley 4
de 1992, se precisó en la Sentencia de Unificación SUJ-016-CE-S2-2019 del 2 de
septiembre de 2019:

“ (…)
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Ahora en materia de acciones laborales ejercidas por empleados públicos y trabajadores
oficiales, los artículos 41 y 102 de los Decretos 3135 de 1968 y 1848 de 1969, establecen: (i)
que el término de prescripción es de tres (3) años, contados a partir de la exigibilidad del
derecho alegado y; (ii) que la prescripción se interrumpe, por un lapso igual, con el simple
reclamo escrito del empleado o trabajador antes la autoridad encargada de reconocer el
derecho.

Lo anterior implica que la prescripción requiere, como elemento sine qua non, que el derecho
sea exigible, puesto que a partir de que se causa dicha exigibilidad, inicia el conteo de los 3
años con los que cuenta el empleado o trabajador para acudir ante la jurisdicción de lo
contencioso administrativo, término que será interrumpido solo con la presentación de un
reclamo escrito de derecho ante la autoridad encargada de reconocerlo.

En atención a lo anterior, en cada caso en concreto se debe establecer: (i) el momento en el
que el derecho se tornó exigible y (ii) el momento en que se interrumpió la prescripción, para,
a partir de la última fecha (presentación del reclamo escrito), contar 3 años hacia atrás y
reconocer como debido por pagar sólo los 3 años anteriores a la interrupción. (…)

Es criterio de la Sala que, en el caso de la prima especial de servicios, la constitución del
derecho ocurrió en xel primero de los eventos antes señalados, es decir, su exigibilidad se
predica desde el momento de la entrada en vigencia de la Ley 4 de 1992 que la creó y
con la expedición del decreto que la reglamentó primigeniamente, esto es, el Decreto
57 de 1993. (…)

Por lo anterior, el hecho constitutivo del derecho a la prima especial que se reclama se hizo
exigible con la entrada en vigor del decreto que reglamentó primigeniamente la Ley 4 de
1992, es decir, a partir del 7 de enero de 1993, fecha de entrada en vigencia del Decreto 57
de 1993. En consecuencia, desde el 7 de enero de 1993 los interesados podían haber
interrumpido la prescripción trienal. Expresado en otras palabras, no fue con la ejecutoria de
la sentencia del 29 de abril de 2014 que surgió el derecho a interrumpir la prescripción, dada
su naturaleza declarativa”.

Y, en el numeral 5 de las reglas jurisprudenciales, precisó la sentencia de unificación en
mención: “Para la contabilización de la prescripción del derecho a reclamar la prima
especial de servicios, se tendrá en cuenta en cada caso, la fecha de presentación de
la reclamación administrativa y a partir de allí se reconocerá hasta tres años atrás,
nunca más atrás, de conformidad con el Decreto 3135 de 1998 y 1848 de 1969”

Por consiguiente, para el reconocimiento de la reliquidación de prestaciones y la prima
especial adicional del artículo 14 de la Ley 4 de 1992, se debe aplicar la prescripción
trienal, teniendo como fecha de exigibilidad del derecho, la de la vinculación al cargo de
Magistrado o equivalente, prescripción que se interrumpe con la solicitud presentada ante
la administración y hay lugar a reconocer los 3 últimos años anteriores a la petición.

En el presente caso ha operado la prescripción trienal de los derechos laborales
pretendidos por la parte actora, que no fueron reclamados oportunamente, para tal efecto
debe tenerse en cuenta que la parte demandante radicó petición ante la entidad
demandada en el año 2018, mediante la cual reclamó el reconocimiento adicional de la
prima especial de servicios del artículo 14 de la Ley 4ª de 1992, y la liquidación de sus
prestaciones sociales con el 100% de su asignación mensual, por los periodos en los que
laboró como Magistrado u homólogo; razón por la cual, las sumas reclamadas, causadas
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con anterioridad al 30 de junio de 2017, operó el fenómeno jurídico de la prescripción,
toda vez que la reclamación administrativa la radicó el 30 de junio de 2020.

Se debe indicar que se debe aplicar la prescripción trienal sobre las sumas de dinero que
reclama la parte actora, pues se tratan de sumas de dinero que se causan sucesivamente,
situación que por la inactividad de la parte demandante no deba afectar a la Rama Judicial
sino que por el contrario se sancione haber dejado transcurrir dicho tiempo no solo de la
petición del pago de la prima especial como factor salarial, sino de la presentación de la
demanda. Por lo tanto, solicito honorable Conjuez, declare probada esta excepción.

3. INNOMINADA: Prevista en el inciso segundo del artículo 187 del C.P.A.C.A., esto
es, “sobre cualquiera otra que el fallador encuentra probada”.

V. PRUEBAS

I. ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS

Comedidamente solicito al Honorable Conjuez, decretar las pruebas de oficio que
considere pertinentes y útiles en el proceso y tener en cuenta los antecedentes
administrativos adjuntos con el escrito demandatorio, que son: copia del derecho de
petición, el acto administrativo enjuiciado, la constancia que incluye los tiempos de
servicios de la parte demandante; razón por la cual, considero no es necesario allegarlos
nuevamente, sin que se imponga sanción alguna, toda vez que lo que se pretende a
través de lo allí dispuesto es la incorporación del expediente administrativo a fin de que el
Juez de conocimiento, pueda examinar la génesis de la actuación administrativa
impugnada. Así mismo, se tenga en cuenta las siguientes pruebas:

(i) DOCUMENTAL

1. Constancia de cargos desempeñados por la parte actora del 10 de enero de
2023.

VI. PETICIONES

Se declare la prosperidad de las excepciones de mérito planteadas y en consecuencia se
nieguen las pretensiones de la demanda, por las razones de hecho y de derecho
expuestas en este escrito.

VII. ANEXOS:

Me permito anexar los documentos relacionados en los acápites de pruebas y de
antecedentes administrativos, así como los siguientes:

1. Poder otorgado por la Directora Administrativa de la División de Procesos de la
Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial con
firma electrónica.
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2. Resolución No. 5393 de 16 de agosto de 2017, por la cual el Director Ejecutivo de
Administración Judicial delega la función de representación judicial y extrajudicial en
la Directora Administrativa de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia
Legal de la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial.

3. Resolución No. 7361 del 3 de noviembre de 2016, por medio de la cual se hace un
nombramiento en propiedad.

4. Acta de Posesión de la doctora Belsy Yohana Puentes Duarte.

5. Certificado de tiempo de servicios actualizado de la parte actora.

VIII. NOTIFICACIONES

 
1. Las recibiré en la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de

Administración Judicial, Calle 72 No.7-96, piso 8, Tel 5553939 Ext. 1078, celular

3208921299 e-mails: jcortess@deaj.ramajudicial.gov.co;

deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co

Del honorable Magistrado/Conjuez,

JHON F. CORTÉS SALAZAR
C.C. 80.013.362 de Bogotá
T.P. 305.261 del Consejo Superior de la Judicatura
Abogado División Procesos – Unidad de Asistencia Legal
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
JFCS 



11/1/23, 14:49 Correo: Recepcion Memoriales Seccion 02 Subseccion C Tribunal Administrativo - Cundinamarca - Outlook

https://outlook.office365.com/mail/inbox/id/AAQkADIzNjc5NmMxLWJkMTEtNGM1NC1hMWYzLTBmY2QxOGViNzg5MAAQAO%2F%2BM0YxanxDm9… 1/1

CONTESTACIÓN DEMANDA - 25000234200020210035200 - NYDIA CRISTINA CERINZA
LEAL

Jhon Fredy Cortés Salazar <jcortess@deaj.ramajudicial.gov.co>
Mié 11/01/2023 8:30

Para: Recepcion Memoriales Seccion 02 Subseccion C Tribunal Administrativo - Cundinamarca
<rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: danielsancheztorres@gmail.com
<danielsancheztorres@gmail.com>;contestacionesradicadasdeaj@gmail.com
<contestacionesradicadasdeaj@gmail.com>;Angie Lisseth Guerrero Cardozo
<aguerrerca@deaj.ramajudicial.gov.co>

4 archivos adjuntos (736 KB)
05PoderJhonCortes.pdf; 07ContestacionDemanda.pdf; CERT. NYDIA CRISTINA CERINZA LEAL.pdf; ANEXOS PODER - RES. 5393 -
BELSY Y. PUNTES D..pdf;

Magistrado/Conjuez 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sala Transitoria 
Sección Segunda – Subsección C 
C.P. Carlos Enrique Berrocal Mora 
rmemorialessec02sctadmcun@cendoj.ramajudicial.gov.co 
[mailto:oscareabogado@gmail.com;%20oscareabogadobucaramanga@gmail.com%20]danielsanchezto
rres@gmail.com  
E.S.D. 
 
Referencia:     
Expediente: 250002342000202100352-00 
Naturaleza: Nulidad y Restablecimiento del Derecho  
Demandante: NYDIA CRISTINA CERINZA LEAL 
Demandado:  NACIÓN – RAMA JUDICIAL - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN
JUDICIAL 

Jhon F. Cortés Salazar, en mi condición de apoderado de la NACIÓN - RAMA JUDICIAL en el
proceso de la referencia; de manera respetuosa me permito adjuntar, dentro del término legal
establecido, CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA; asimismo adjunto:

Poder otorgado con sus respectivos anexos.

Certificado de tiempo de servicios de la parte demandante.

Cordialmente,

JHON F. CORTÉS SALAZAR
C.C. 80.013.362 de Bogotá D.C.
T.P. 305.261 del C. S. de la J.
Profesional Universitario
División Procesos - UAL
Dirección Ejecutiva de Administración Judicial
jcortess@deaj.ramajudicial.gov.co

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,
respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
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Consejo Superior de la Judicatura 
 Dirección Ejecutiva de Administración Judicial 

 
DEAJALO22-11048 
  
Bogotá D.C., viernes, 28 de octubre de 2022 
 
Señores 
DESPACHO 000 - TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 
SECCION SEGUNDA MIXTA - ORAL 
BOGOTA - CUNDINAMARCA 
 
 
Asunto: Poder al doctor (a): JHON FREDY CORTES SALAZAR 

Proceso No.   250002342000202100352-00 
Acción:   NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
Demandante:  NYDIA CRISTINA CERINZA LEAL 
Demandado: NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN 

EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  
 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE, mayor de edad, con domicilio en la ciudad de Bogotá 
D. C., identificada con cédula de ciudadanía No. 33.368.171 de Tunja, Directora Administrativa 
de la División de Procesos de la Unidad de Asistencia Legal de la Dirección Ejecutiva de 
Administración Judicial, en ejercicio de la función de representación judicial y extrajudicial que 
me fue delegada por el Director Ejecutivo de Administración Judicial mediante Resolución No. 
5393 de 16 de agosto de 2017, confiero poder especial, amplio y suficiente al doctor(a) JHON 
FREDY CORTES SALAZAR abogado(a) de la División de Procesos de la Dirección Ejecutiva 
de Administración Judicial, con cédula de ciudadanía No. 80.013.362 y Tarjeta Profesional No. 
305.261, para que asuma la representación y defensa de la Nación – Rama Judicial, en el 
proceso de la referencia.    
 
El (la) apoderado(a) queda facultado(a) para conciliar, desistir, sustituir, en todas las etapas 
administrativas y judiciales, así como realizar todo cuanto sea necesario para cumplir 
debidamente este mandato, exceptuando únicamente la facultad de recibir. 
 
Sírvase reconocerle personería. 
 
 
 
BELSY YOHANA PUENTES DUARTE 
C. C. No. 33.368.171 de Tunja 
Directora Administrativa División de Procesos 
 

Acepto: 
                                           
       

JHON FREDY CORTES SALAZAR 
C.C. 80.013.362 de Bogotá 

      T.P. No. 305.261 del C.S. de la J.  
jcortess@deaj.ramajudicial.gov.co 
deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co 

  
Iniciales de quien elabora: ALGC 
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